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RAD. 2012-00348-01

Ref. Ordinario Laboral

Demandante: Gloria Cecilia Galue Ruiz

Demandado: Instituto de Seguros Sociales

DESAFILIACION AL SISTEMA – Excepcionalmente no se requiere la desafiliación al sistema para el reconocimiento del derecho pensional.

RECONOCIMIENTO DEL DERECHO PENSIONAL – Excepcionalmente ocurre desde que el afiliado elevo la solicitud con el cumplimiento de los requisitos y no desde la desafiliación al sistema.

En conclusión, para la Sala es claro que la señora Gloria Cecilia Galue Ruiz   tiene derecho a la prestación económica solicitada, puesto que  cumple con el requisito exigido por el artículo 12 del  acuerdo 049 de 1990, como lo es haber cotizado las 500 semanas durante los últimos 20 años anteriores al cumplimiento de la edad requerida (8 de marzo de 2002). Como el a quo  no llegó a la misma conclusión, se revocará la sentencia apelada.

En relación a la fecha desde cuándo se le debe reconocer la pensión, existen varias opciones según lo que se establezca en cada caso particular: Puede ser a partir de la fecha en que cumplió los requisitos de ley, o desde la desafiliación del sistema, o en su defecto, desde la fecha  de la última cotización que fue el 30 de  abril de 2011 (ver folios  45 y 56).

El artículo 13 del Acuerdo 049 de 1990 prescribe: (…)

De conformidad con esta norma, el derecho de la pensión se causa cuando se cumplen las exigencias requeridas por la ley para obtener el reconocimiento de la pensión y su disfrute incluye el retiro del servicio, esto es, solamente desde ese instante tendría derecho al pago de la misma y en consecuencia se puede generar el retroactivo.

En lo que atañe a la causación de la pensión de vejez, es pertinente recordar, que esta figura jurídica difiere del disfrute del derecho, en la medida que en el primer caso, la causación se estructura cuando se reúnen los requisitos mínimos exigidos en la ley para acceder a la prestación pensional: en el segundo, supone el cumplimiento del primero y se da cuando se solicita el reconocimiento de la pensión a la entidad de seguridad social, debiéndose como regla general, llevarse a cabo la previa desafiliación del régimen conforme a lo preceptuado en los artículos 13 y 35 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año.

Sin embargo, cabe destacar, que en aquellos eventos en que concurre un actuar negligente o errado de la entidad encargada de reconocer la prestación de vejez, a la que el afiliado tenía derecho de tiempo atrás cuando cumplió con los requisitos exigidos para obtener la pensión, es menester entrar a estudiar las particularidades de cada caso.

En efecto, tiene dicho la  Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, que ante situaciones que presentan ciertas circunstancias excepcionales, estando satisfecha la totalidad de las exigencias consagradas en los reglamentos del ISS, debe reconocerse y pagarse la pensión de vejez al afiliado en su oportunidad desde que elevó la correspondiente solicitud con requisitos cumplidos, así no haya operado en rigor la mencionada desafiliación al sistema, tal como lo adoctrinó en las sentencias que datan del 1º de septiembre de 2009, radicado 34514, reiterada en casación del 22 de febrero de 2011 radicación 39391, donde se puntualizó que:

“(…) si bien, los artículos 13 y 35 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, consagran necesaria la desafiliación del sistema para que pueda comenzarse a pagar la pensión de vejez, ante situaciones que presentan ciertas peculiaridades, como en este evento quedó demostrado, la aplicación de dichas normas debe ajustarse a las especiales circunstancias que emergen del plenario”.

Lo anterior se acopla cabalmente en el asunto a juzgar, pues  fue el Instituto de Seguros Sociales el que incurre en la equivocación de no otorgar oportunamente la pensión a la actora, sometiéndola a cargas que no ha debido soportar, como la de seguir cotizando para un riesgo que ya tenía cubierto cuando cumplió la edad mínima de pensión, destacando que el precedente es aplicable al presente caso porque las semanas cotizadas de más no representan ningún beneficio de cara al monto de la pensión.

Así las cosas, considera la Sala que el reconocimiento de la pensión  de la señora  Gloria Cecilia Galue Ruiz, es a partir del 8 de marzo de 2002, fecha en que cumplió los requisitos de edad y semanas cotizadas, ya que cuando ella le solicitó  al  ISS  la pensión y este se la negó mediante resolución No  012479 de 29 de noviembre de 2006 (folio 17), tenía los requisitos cumplidos y su solicitud llevaba implícito el deseo de no seguir cotizando.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE SANTA MARTA

SALA LABORAL
MAGISTRADA PONENTE: DOLLY GRISALES CEBALLOS
En Santa Marta a los veintiún (21) días de junio de dos mil doce (2012), siendo las nueve de mañana, día y hora señaladas por auto de fecha anterior, para celebrar la audiencia de JUZGAMIENTO en el proceso ORDINARIO LABORAL promovido por la señora GLORIA CECILIA GALUE RUIZ contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, se constituyeron las Magistradas integrantes de la Sala de Decisión en audiencia pública para tal efecto.

PRETENSIONES
La señora Gloria Cecilia Galue Ruiz demandó al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES para que fuese condenado a pagarle pensión de vejez, mesadas retroactivas e intereses moratorios.
HECHOS RELEVANTES

Manifiesta la demandante para fundamentar sus pretensiones, que estuvo afiliada al ISS por más de 20 años en pensiones, del 14 de noviembre de 1983 al 31 de diciembre de 2009; que a 1º de abril de 1994 contaba con más de 35 años de edad, por lo que le es aplicable el régimen de transición; que nació el 8 de marzo de 1947; que a pesar de ser reconocidas en la historia laboral un total de 879 semanas, no obstante tiene derecho a la pensión ya que como se puede apreciar de un análisis objetivo de la historia laboral, que realizó pagos en los años 1995 a 1999, que a pesar de estar reportados y tener detalladas las fechas y las referencias de pago no fueron tenidas en cuenta por el ISS; que canceló todos los períodos relacionados entre 1995  a 1999; que el ISS muy a pesar de haber recibido los pagos se niega a tenerlos como válidos. Agrega que la jurisprudencia constitucional ha manifestado que los pagos extemporáneo no tienen que afectar el derecho a la pensión de vejez.
ACTUACION

La demanda fue admitida y notificada en debida forma a la entidad demandada, que la contestó a través de apoderada judicial, aceptando el hecho tercero, parcialmente el hecho segundo y negó los demás. Se opuso a todas las pretensiones afirmando que la demandante no satisface los requisitos para la pensión con las normas aplicables por transición, es decir, no cumple las exigencias del artículo 12 del decreto 758 de 1990, ya que no tiene las 500 semanas cotizadas, como tampoco las 1000 en cualquier tiempo; afirma que  cotizó 879 semanas. Propuso  las excepciones de mérito de prescripción, falta de causa para demandar y buena fe (folio 26).
Mediante sentencia del 27 de enero de 2012, el juzgado Segundo Laboral del Circuito de Santa Marta, absolvió al demandado de todas las súplicas de la demanda y condenó en costas a la demandante.

Luego del estudio de las pruebas obrantes en el expediente, concluyó que según la historia laboral aportada por el ISS la actora cotizó 896 semanas en el período comprendido del 14 de noviembre de 1983 al 30 de abril de 2011, en forma interrumpida. Que según la relación de detalles de pagos efectuados por el ISS, visible a folio 38, se observa que a partir de diciembre de 1996 hasta septiembre de 1999, la actora aparece con mora patronal, pero la razón social de su empleador es ella misma, lo que quiere decir que era trabajadora independiente, por lo que en ese evento no se puede aplicar la línea jurisprudencial de la mora patronal que asume la entidad de seguridad social cuando ésta no ejerce las acciones de cobro, ya que cuando de trabajadores independiente se trata es en cabeza de éstos donde se radica la responsabilidad y obligación de cotizar, por lo que nadie puede beneficiarse de su falta de cumplimiento de los deberes.
RECURSO DE APELACION

Inconforme con esa decisión, la parte demandante interpuso recurso de apelación, manifestando que la juez interpreta de manera indebida los argumentos jurisprudenciales que sustenta las pretensiones de la demanda, ya que en ningún momento se ha solicitado la aplicación de la tesis de la mora por parte del empleador; que la demandante si fue trabajadora independiente, lo que sí se solicita y que no se menciona en el fallo es que a pesar de que la demandante pagó al ISS  las cotizaciones de los años 1995 a 1999, este no las tuvo en cuenta al momento de resolver la solicitud de pensión.

El recurso le fue concedido, en el efecto suspensivo, para ante esta Sala del Tribunal Superior Judicial de Santa Marta, y con  ese propósito, se remitió la totalidad del expediente. 
Teniendo en cuenta que se reúnen los presupuestos procesales y que no existe causal que invalide lo actuado, se decide con base en las siguientes, 

CONSIDERACIONES 

Corresponde a la Sala resolver si la señora María del Carmen Gil reúne o no los requisitos para adquirir el derecho a la pensión de vejez, bajo la preceptiva del Acuerdo 049 de 1.990.
No se cuestiona que la demandante es beneficiaria del régimen de transición contemplado en el Art. 36 de la Ley 100 de 1993, toda vez que al 1º de abril de 1994 tenía más de treinta y cinco (35) años de edad, porque nació el 8 de marzo de 1947, según la prueba documental que obra la fl. 16., lo cual trae como consecuencia jurídica que le sean aplicables las normas anteriores al sistema de pensiones de la Ley 100 de 1993, que regulaban la pensión de vejez, en cuanto a la edad, tiempo de servicios, semanas cotizadas y monto de dicha prerrogativa de la seguridad social, para el caso analizado el acuerdo 049 de 1.990, citado en la sentencia de primera instancia.
Esos requisitos, que se satisfacen según la demanda y el memorial de apelación, se remiten tener 55 años de edad y haber cotizado al ISS más de 500 semanas dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad.
La primera instancia concluyó que a la promotora de la litis no le asiste ese derecho, porque  no alcanzó a cotizar las 500 semanas dentro de los veinte (20) años anteriores al cumplimiento de los 55 años de edad, ni las 1000 en cualquier época, que exige la mencionada norma aplicable al caso bajo análisis.
En cuanto a la edad, no fue tema de controversia ya que la cumplió el 8 de marzo de 2002, de acuerdo con el registro civil de nacimiento que obra al fl.16. Respecto al otro requisito, nos detendremos en el reporte de semanas cotizadas en pensiones por la demandante, expedido por la Vicepresidencia de Pensiones del ISS, que obra de folios 37 y 48 del cuaderno del Juzgado, y refleja que la asegurada cotizó para pensión como trabajadora dependiente,  independiente y régimen subsidiado así:
	Empresa
	Desde
	Hasta
	Semanas

	José Salazar López
	14/11/1983
	28/03/1985
	71.57

	Gloria Galue Ruiz
	13/05/1993
	31/12/1994
	85.43

	Gloria Galue Ruiz
	01/01/1995
	30/08/1995
	34.28

	Gloria Galue Ruiz
	01/10/1995
	31/12/1995
	12.85

	Gloria Galue Ruiz
	01/01/1996
	31/10/1996
	42.85

	Gloria Galue Ruiz
	01/12/1996
	31/12/1996
	4,28

	Gloria Galue Ruiz
	01/01/1997
	30/09/1997
	38.57

	Gloria Galue Ruiz
	01/11/1997
	31/12/1997
	8.57

	Gloria Galue Ruiz
	01/01/1998
	31/12/1998
	51.42

	Gloria Galue Ruiz
	01/01/1999
	31/12/1999
	51.42

	Gloria Galue Ruiz
	01/01/2000
	30/04/2000
	17.14

	Gloria Galue Ruiz
	01/06/2000
	31/12/2000
	30.00

	Gloria Galue Ruiz
	01/01/2001
	31/12/2001
	51.42

	Gloria Galue Ruiz
	01/02/2002
	08/03/2002
	5.42

	Total 20 años anteriores a la edad
	                 505.22
	

	Gloria Galue Ruiz
	09/03/2002
	30/09/2002
	28.85

	Gloria Galue Ruiz
	01/11/2002
	31/12/2002
	8.57

	Gloria Galue Ruiz
	01/01/2003
	31/12/2003
	51.42

	Gloria Galue Ruiz
	01/01/2004
	31/12/2004
	51.42

	Gloria Galue Ruiz
	01/01/2005
	31/12/2005
	51.42

	Gloria Galue Ruiz
	01/01/2006
	31/12/2006
	51.42

	Gloria Galue Ruiz
	01/01/2007
	31/12/2007
	51.42

	Gloria Galue Ruiz
	01/01/2008
	31/12/2008
	51.42

	Gloria Galue Ruiz
	01/01/2009
	31/12/2009
	51.42

	Gloria Galue Ruiz
	01/01/2010
	31/12/2010
	51.42

	Gloria Galue Ruiz
	01/01/2011
	31/02/2011
	8.57

	Gloria Galue Ruiz
	01/04/2011
	31/04/2011
	4.28

	Total
	              966.85
	


Resulta necesario hacer una precisión sobre la prueba documental, que   presenta una aparente contradicción en el detalle de pagos, pues a folios 38 y 39, casilla 22, se registra la observación que entre diciembre de 1.996 y septiembre de 1.999 “su empleador presenta deuda por no pago”, sin embargo, en el mismo documento, más adelante (ver fls. 39 y 40), se lee que en esos mismo periodos  “pagó como trabajadora independiente”. Entonces, para hacer mayor claridad y considerando, además, que la entidad excluye varios periodos pagados porque los “nombres no concuerdan con registraduría”
, y otros porque el pago se hizo con plazo vencido, la Sala se apoyará para decidir lo que corresponda, en el detalle de pagos, sumando todos los ciclos que tienen pago, aunque sea vencido, pues se comparten los argumentos que a favor se exponen  en la primera instancia,  y los que aparecen con nombre cambiado, toda vez que siendo igual el número de cédula ciudadanía, no hay duda que la cotización se hizo por la misma asegurada, información que se toma de los folios 49 a 52:

	año
	Ciclo
	Días
	Semanas

	1995
	enero
	30
	4,28

	1995
	febrero
	30
	4,28

	1995
	marzo
	30
	4,28

	1995
	abril
	30
	4,28

	1995
	mayo
	30
	4,28

	1995
	Junio
	30
	4,28

	1995
	Julio
	30
	4,28

	1995
	agosto
	29
	4,14

	1995
	septiembre
	30
	4,28

	1995
	octubre
	30
	4,28

	1995
	Noviembre
	30
	4,28

	1995
	diciembre
	30
	4,28

	1996
	enero
	30
	4,28

	1996
	febrero
	30
	4,28

	1996
	marzo
	30
	4,28

	1996
	abril
	30
	4,28

	1996
	mayo
	30
	4,28

	1996
	Junio
	30
	4,28

	1996
	Julio
	30
	4,28

	1996
	agosto
	30
	4,28

	1996
	Septiembre
	30
	4,28

	1996
	Octubre
	30
	4,28

	1996
	Diciembre
	29
	4,14

	1997
	enero
	30
	4,28

	1997
	febrero
	29
	4,14

	1997
	marzo
	29
	4,14

	1997
	abril
	29
	4,14

	1997
	mayo
	29
	4,14

	1997
	Junio
	29
	4,14

	1997
	Julio
	29
	4,14

	1997
	Agosto
	29
	4,14

	1997
	Septiembre
	29
	4,14

	1997
	Noviembre
	29
	4,14

	1997
	diciembre
	29
	4,14

	1998
	enero
	30
	4,28

	1998
	febrero
	30
	4,28

	1998
	marzo
	30
	4,28

	1998
	abril
	30
	4,28

	1998
	mayo
	30
	4,28

	1998
	Junio
	30
	4,28

	1998
	Julio
	30
	4,28

	1998
	Agosto
	30
	4,28

	1998
	Septiembre
	30
	4,28

	1998
	Octubre
	30
	4,28

	1998
	Noviembre
	30
	4,28

	1998
	diciembre
	30
	4,28

	1999
	enero
	30
	4,28

	1999
	febrero
	30
	4,28

	1999
	marzo
	30
	4,28

	1999
	abril
	30
	4,28

	1999
	mayo
	30
	4,28

	1999
	Junio
	30
	4,28

	1999
	Julio
	30
	4,28

	1999
	Agosto
	30
	4,28

	1999
	Septiembre
	30
	4,28

	1999
	Octubre
	30
	4,28

	1999
	Noviembre
	30
	4,28

	1999
	diciembre
	30
	4,28

	2000
	enero
	30
	4,28

	2000
	febrero
	30
	4,28

	2000
	marzo
	30
	4,28

	2000
	abril
	30
	4,28

	2000
	Junio
	30
	4,28

	2000
	Julio
	30
	4,28

	2000
	Agosto
	30
	4,28

	2000
	Septiembre
	30
	4,28

	2000
	octubre
	30
	4,28

	2000
	Noviembre
	30
	4,28

	2000
	diciembre
	30
	4,28

	2001
	enero
	30
	4,28

	2001
	febrero
	30
	4,28

	2001
	marzo
	30
	4,28

	2001
	abril
	30
	4,28

	2001
	mayo
	30
	4,28

	2001
	Junio
	30
	4,28

	2001
	Julio
	30
	4,28

	2001
	Agosto
	30
	4,28

	2001
	Septiembre
	30
	4,28

	2001
	Octubre
	30
	4,28

	2001
	Noviembre
	30
	4,28

	2001
	diciembre
	30
	4,28

	2002
	febrero
	30
	4,28

	2002
	marzo
	8
	1,14

	 
	 
	2.456
	350,42


Para un total de 350,42 semanas cotizadas entre enero de 1995 y marzo 8 de 2002, mas 157.00  semanas que cotizó entre el 14 de noviembre de 1983 al 31 de diciembre de 1994, que suman 507.42, todas dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad.

En conclusión, para la Sala es claro que la señora Gloria Cecilia Galue Ruiz   tiene derecho a la prestación económica solicitada, puesto que  cumple con el requisito exigido por el articulo 12 del  acuerdo 049 de 1990, como lo es haber cotizado las 500 semanas durante los últimos 20 años anteriores al cumplimiento de la edad requerida (8 de marzo de 2002). Como el a quo  no llegó a la misma conclusión, se revocará la sentencia apelada.
En relación a la fecha desde cuándo se le debe reconocer la pensión, existen varias opciones según lo que se establezca en cada caso particular: Puede ser a partir de la fecha en que cumplió los requisitos de ley, o desde la desafiliación del sistema, o en su defecto, desde la fecha  de la última cotización que fue el 30 de  abril de 2011 (ver folios  45 y 56).

El artículo 13 del Acuerdo 049 de 1990 prescribe:

“ART. 13.Causación y disfrute de la pensión por vejez. La pensión de vejez se reconocerá a solicitud de parte interesada reunidos los requisitos mínimos establecidos en el artículo anterior, pero será necesaria su desafiliación al régimen para que se pueda entrar a disfrutar de la misma. Para su liquidación se tendrá en cuenta hasta la última semana efectivamente cotizada por este riesgo”.

De conformidad con esta norma, el derecho de la pensión se causa cuando se cumplen las exigencias requeridas por la ley para obtener el reconocimiento de la pensión y su disfrute incluye el retiro del servicio, esto es, solamente desde ese instante tendría derecho al pago de la misma y en consecuencia se puede generar el retroactivo.
En lo que atañe a la causación de la pensión de vejez, es pertinente recordar, que esta figura jurídica difiere del disfrute del derecho, en la medida que en el primer caso, la causación se estructura cuando se reúnen los requisitos mínimos exigidos en la ley para acceder a la prestación pensional: en el segundo, supone el cumplimiento del primero y se da cuando se solicita el reconocimiento de la pensión a la entidad de seguridad social, debiéndose como regla general, llevarse a cabo la previa desafiliación del régimen conforme a lo preceptuado en los artículos 13 y 35 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año.

Sin embargo, cabe destacar, que en aquellos eventos en que concurre un actuar negligente o errado de la entidad encargada de reconocer la prestación de vejez, a la que el afiliado tenía derecho de tiempo atrás cuando cumplió con los requisitos exigidos para obtener la pensión, es menester entrar a estudiar las particularidades de cada caso.

En efecto, tiene dicho la  Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, que ante situaciones que presentan ciertas circunstancias excepcionales, estando satisfecha la totalidad de las exigencias consagradas en los reglamentos del ISS, debe reconocerse y pagarse la pensión de vejez al afiliado en su oportunidad desde que elevó la correspondiente solicitud con requisitos cumplidos, así no haya operado en rigor la mencionada desafiliación al sistema, tal como lo adoctrinó en las sentencias que datan del 1º de septiembre de 2009, radicado 34514, reiterada en casación del 22 de febrero de 2011 radicación 39391, donde se puntualizó que:

“(…) si bien, los artículos 13 y 35 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, consagran necesaria la desafiliación del sistema para que pueda comenzarse a pagar la pensión de vejez, ante situaciones que presentan ciertas peculiaridades, como en este evento quedó demostrado, la aplicación de dichas normas debe ajustarse a las especiales circunstancias que emergen del plenario”.

Lo anterior se acopla cabalmente en el asunto a juzgar, pues  fue el Instituto de Seguros Sociales el que incurre en la equivocación de no otorgar oportunamente la pensión a la actora, sometiéndola a cargas que no ha debido soportar, como la de seguir cotizando para un riesgo que ya tenía cubierto cuando cumplió la edad mínima de pensión, destacando que el precedente es aplicable al presente caso porque las semanas cotizadas de más no representan ningún beneficio de cara al monto de la pensión.
Así las cosas, considera la Sala que el reconocimiento de la pensión  de la señora  Gloria Cecilia Galue Ruiz, es a partir del 8 de marzo de 2002, fecha en que cumplió los requisitos de edad y semanas cotizadas, ya que cuando ella le solicitó  al  ISS  la pensión y este se la negó mediante resolución No  012479 de 29 de noviembre de 2006 (folio 17), tenía los requisitos cumplidos y su solicitud llevaba implícito el deseo de no seguir cotizando.
En cuanto al monto de la pensión de Vejez, el artículo 20 del Decreto 049 de 1990, dispone: 
“(…)

“Con una cuantía básica igual al cuarenta y cinco por ciento  (45%)  del  salario mensual de base, y b) con  aumentos equivalentes  al tres por ciento (3%) del mismo  salario  mensual de  base  por cada cincuenta (50) semanas de cotización que el asegurado  tuviere acreditadas con posterioridad a las primeras quinientas  (500)  semanas de cotización. El valor total de la pensión  no podrá superar el 90% del salario mensual de base  ni ser inferior al salario mínimo legal mensual ni superior a quince veces este mismo salario.

(…).”
La misma historia laboral refleja que la demandante siempre cotizó con el salario mínimo legal, siendo el del año 2002 de $309.000.oo; entonces, por una operación de matemática simple el monto pensional resultaría inferior a ese salario; sin embargo, como la pensión de vejez no puede ser en ningún caso inferior a esa cantidad, se establecerá que la pensión de vejez de la demandante en el salario mínimo vigente en el año 2002, es decir, $309.000.oo (SMLMV del año 2002), más los incrementos de ley.
Sentados los anteriores parámetros, procede la Sala al estudio de la prescripción que se propuso en tiempo por la entidad demandada. En ese orden, se tiene que la demandante cumplió los requisitos para pensionarse el 8 de marzo de 2002  (Folio 16);  que hizo la solicitud de reclamación del derecho la cual le fue negada a través de la resolución No. 012479 de 29 de noviembre de 2006,  que le fue notificada el 17 de enero de 2007,  tal como lo señala la resolución No.23557 de 10 de noviembre de 2009 (Folio 17).
Las acciones para reclamar los derechos que concede el Sistema Integral de Seguridad Social, por regla general y según el  artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, prescriben en tres años, contados desde la fecha en que la respectiva obligación se haga exigible. Sin embargo, si dentro de ese término se hace la reclamación del respectivo derecho, se interrumpe el término por una sola vez y por un lapso igual. 

Con relación a la excepción de prescripción la Corte Suprema de Justicia
,  dijo:  

“… Reviste un especial interés de orden jurídico ya que su fin es el de evitar que las relaciones entre los sujetos de derecho permanezcan por mucho tiempo  en situación  de conflicto e indefinición lo que no permite la seguridad jurídica indispensable para la convivencia de los asociados. Por ello, la aplicación de la normatividad que rige esta figura jurídica ha de ser, en lo posible, estricta y exacta”.   

Se ha definido la prescripción como un modo de adquirir las cosas ajenas, o de extinguir las acciones o derechos ajenos, por haberse poseído las cosas o no haberse ejercido las tales acciones o derechos durante cierto lapso de tiempo (art. 2512 C.C.). Se beneficia con ella el deudor del derecho correspondiente, toda vez que la acción del acreedor pierde su eficacia, cuando aquel alega el decurso del término señalado por la ley….”

Al revisar el expediente, sobre el particular se demostró lo siguiente: a) que la actora cumplió los requisitos para pensionarse el 8 de marzo del año 2.002. b) que  presentó  reclamación de la pensión de vejez la cual le fue negada a través de la resolución No. 012478 de 29 de noviembre de 2006, que esta resolución le fue notificada el 17 de enero de 2007,  como se puede corroborar  en la resolución No. 23557 de 10  de noviembre de 2009 (folios 17); c) que presentó demanda ordinaria laboral el 20 de mayo de 2011 (folio 5).

De lo anterior se tiene que como la resolución mediante la cual le negaron la prestación económica  (No 012479 de 29 de nov/06), le fue notificada el 17 de enero de 2007, la asegurada tenía hasta el  17 de enero de 2010, para presentar la demanda y de esa manera interrumpir el término de prescripción, pero no lo hizo y guardó silencio, acudiendo a los estrados judiciales sólo el 20 de mayo de 2011, cuando ya estaba más que vencido el término de prescripción de la acción. 
Por lo tanto, se debe tomar como fecha para establecer qué mesadas pensionales están prescritas la de presentación de la demanda, es decir, el 20 de mayo del año 2.011, y en esa dirección estima la Sala que operó el  fenómeno jurídico de la prescripción establecido en los artículos 151 del C.P. del T y de la Seguridad Social y el 488 del Código Sustantivo del Trabajo, de los derechos causados al 20 de mayo de 2008.

De conformidad con lo anterior se hace obligatorio declarar probada parcialmente la excepción de prescripción en relación con las mesadas pensiónales por el tiempo señalado, y se hacen exigibles las mesadas causadas con posterioridad al 20 de mayo de 2008, que se relacionan en el siguiente cuadro: 
	PENSION SALARIO MINIMO

	N°
	AÑO
	 VALOR
MESADA 
	 NUMERO MESADAS
ORDINARIAS 
	 NUMERO MESADAS
ADICIONALES 
	TOTAL N° DE 
MESES
Y/O DIAS
	 VALOR TOTAL
MESADAS 

	1
	2008
	461.500,00
	10 días de  mayo
	
	10 días
	$153.833.30

	2
	2008
	461.500,00
	7
	2
	9
	$4.153.500.00

	3
	2009
	496.900,00
	12
	2
	14
	$6.956.600,00

	4
	2010
	515.000,00
	12
	2
	14
	$7.210.000,00

	5
	2011
	535.600,00
	12
	2
	14
	$7.498.400,00

	6
	2012
	566.700.00
	5
	0
	5
	$2.833.500.00

	
	TOTAL
	$28.805.833.30


Se impondrá condena por la suma de VEINTIOCHO MILLONES  OCHOCIENTOS CINCO MIL OCHOCIENTO  TREINTA Y TRES  PESOS CON 30/100 ($28.805.833.30), por concepto de mesadas ordinarias y adicionales, desde el 20 de mayo de 2008 hasta mayo de 2012 inclusive.

En cuanto  a  los intereses moratorios el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 reza: 

“Intereses de Mora.  A partir del 1º de enero de 1994, en caso de mora en el pago de las mesadas pensiónales de que trata esta ley, la entidad correspondiente reconocerá y pagará al pensionado, además de la obligación a su cargo y sobre el importe de ella, la tasa máxima de interés moratorio vigente en el momento en que se efectúe el pago”.

En este punto, conviene advertir que los intereses moratorios se causan por la simple mora en el cumplimiento de esa prestación de la seguridad social. Además, se debe considerar que esos intereses no vienen concebidos como una sanción o indemnización; por lo tanto, su imposición no reclama que el administrador de justicia haga un examen de la conducta de la entidad de seguridad social, para  establecer si estuvo o no asistida de buena fe. 

A ese propósito, la jurisprudencia indica: 
“Del texto trascrito se desprende que el legislador previó el pago de intereses moratorios en caso de retardo en el pago de las mesadas pensiónales, sin hacer distinción alguna en relación con la clase, fuente u otras calidades de la pensión, siendo irrelevante que el derecho en cuestión hubiese sido controvertido por la parte obligada a su pago. Aceptar lo contrario podría hacer nugatorio el derecho del pensionado a ser resarcido por la mora en el pago de su derecho pensional, pues bastaría que el obligado a su reconocimiento simplemente discuta el derecho en cuestión para que quede eximido de los intereses moratorios. Nótese además que a diferencia de la indemnización moratoria regulada en el artículo 65 del código sustantivo del trabajo, la propia Ley 100 de 1993 se apartó de esa terminología y denominó al beneficio en cuestión “intereses de mora”, con lo que se ve con claridad la naturaleza que le asignó, descartando en todo caso el carácter de sanción o de indemnización. Y tal diferenciación no sólo es terminológica sino también respecto del distinto tratamiento que le otorga el artículo 141 citado a los intereses de mora en cuanto a su contenido y alcance, muy diferentes de los denominados por la doctrina “salarios caídos”, los cuales si tienen un carácter sancionatorio”
.        

Además, se tiene en cuenta que los intereses moratorios se causan una vez transcurrido el término de cuatro meses de que disponen las entidades administradoras de fondos de pensiones para resolver sobre la respectiva solicitud, de acuerdo con lo que al efecto dispone el 19 del Decreto 656 de 1994: “El Gobierno Nacional establecerá los plazos y procedimientos para que las administradoras decidan acerca de las solicitudes relacionadas con pensiones por vejez, invalidez y sobrevivencia, sin que en ningún caso puedan exceder de cuatro (4) meses. (…)”. 
Sobre el tema, la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Laboral ha considerado que: 

“No obstante lo anterior, de tiempo atrás tiene definido esta Corporación que los intereses moratorios consagrados en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, únicamente se causan a partir del plazo máximo de 4 meses a que se refiere el artículo 19 del Decreto 656 de 1994, éste sí vigente para el 9 de abril de 2001, fecha en que el actor solicitó la pensión de vejez; verbigracia en sentencia del 12 de diciembre de 2007 radicación 32003, en proceso contra la misma entidad aquí demandada, reiterada entre otras en las del 15 de mayo y 17 de octubre de 2008 radicados 33233 y 30550, respectivamente, se dijo:

“El otro reproche del recurrente tiene que ver con el momento a partir del cual se causan los intereses moratorios, y su tesis en este sentido, acogiendo una doctrina del H. Consejo de Estado, es que los mismos no se generan cuando el derecho pensional está en discusión, sino cuando existe para el administrado una pensión reconocida por el Estado y, a pesar de ello, se omite la obligación de cancelarla oportunamente.

Para la Sala ese no es el entendimiento que debe atribuírsele a la norma en cuestión, ya que no se corresponde a su tenor literal, a su espíritu, ni a los antecedentes históricos.

En efecto, el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 prevé que los intereses se causan en caso de mora en el pago de las mesadas pensionales, obligación del pago de tales mesadas que, surge en principio cuando el interesado cumple los requisitos legales de edad y tiempo de servicios. Pero puede ocurrir que a pesar de satisfacer esas exigencias, opte por no retirarse del servicio y seguir laborando, caso en el cual obviamente no alcanza a nacer la obligación de pago, por cuanto dicha carga de pagarla en esta hipótesis se difiere hasta el momento del retiro. Y aunque no es estrictamente necesario, por cuanto la ley contempla la posibilidad de que el empleador solicite directamente que se pensione a uno de sus trabajadores, se requiere usualmente que la persona con vocación de acceder a una pensión haga la solicitud pertinente al ente administrador y allegue la documentación que acredite el cumplimiento de los requisitos exigidos legalmente, actuación que resulta necesaria conforme se desprende del artículo 11 del Código Procesal del Trabajo, tanto en su versión primigenia como ya en vigencia de la reforma de la Ley 712 de 2001, incluso en los términos del artículo 8º de la Ley 10 de 1972, los cuales se refieren a un procedimiento administrativo previo o a la acreditación de los requisitos que debe ser actuación realizada por el interesado y sirve para poner en marcha los trámites internos de la entidad administradora de pensiones.

 “(….)”


Por último debe precisarse que el plazo de 4 meses que el Tribunal señaló como término de gracia para que se resolviera la solicitud de pensión y su consecuente pago, es adecuado para este caso y no constituye un error jurídico, puesto que ese es el lapso que fijó el artículo 19 del Decreto Reglamentario 656 de 1994 para el caso de las sociedades administradoras de fondos de pensiones, pero nada impide su extensión a las entidades del régimen de prima media con prestación definida, pues ante la carencia de norma expresa que señale el plazo correspondiente, bien puede acudirse a dicha norma de conformidad con lo previsto en el artículo 19 del Código Sustantivo del Trabajo.”

Como en el presente caso no hay una fecha exacta o clara a partir de la cual la demandante hizo el reclamo administrativo, sólo se tiene noticia de ello por la resolución No. 23557 de 10 de noviembre de 2009, en donde se señala que con resolución No 012479 de 29 de noviembre de 2006 se negó la prestación reclamada por la demandante, siendo así las cosas se tomará esta fecha a partir de la cual la administradora de pensiones ISS contaba con cuatro (4) meses para resolver, es decir, hasta el 29 de marzo de 2007, es a partir de ese momento que empezaron a causarse los intereses moratorios; pero como se declaró parcialmente probada la excepción de prescripción de todos los derechos causados del 19 de mayo de 2008 hacía atrás, es decir, que  se liquidaran los intereses moratorios que se causen del 20 de mayo de 2008 l mayo de 2012, inclusive,  en la forma que se describe a continuación:

	INTERESES MORATORIOS  
del 20 de mayo de 2008 al 30 de mayo de 2012 
de la señora Gloria Cecilia Galue Ruiz                                                                                 S=(D*T*t/100)

	Mesada dejada de cancelar
	Valor de la mesada insoluta (D)
	Tasa máxima de interés moratorio vigente en el momento de efectuarse el pago, certificada por la Superfinanciera (T)
	Tiempo transcurrido entre la fecha de causación de la mesada y aquella en que se proceda a la satisfacción de ella (t)
	Interés de mora generado por la mesada dejada de cancelar (S)

	20-May-08
	$ 153.833,30
	2,56
	49
	$ 192.968,49

	Jun-08
	$ 461.500,00
	2,56
	48
	$ 567.091,20

	Jun-08
	$ 461.500,00
	2,56
	48
	$ 567.091,20

	Jul-08
	$ 461.500,00
	2,56
	47
	$ 555.276,80

	Ago-08
	$ 461.500,00
	2,56
	46
	$ 543.462,40

	Sep-08
	$ 461.500,00
	2,56
	45
	$ 531.648,00

	Oct-08
	$ 461.500,00
	2,56
	44
	$ 519.833,60

	Nov-08
	$ 461.500,00
	2,56
	43
	$ 508.019,20

	Dic-08
	$ 461.500,00
	2,56
	42
	$ 496.204,80

	Dic-08
	$ 461.500,00
	2,56
	42
	$ 496.204,80

	Ene-09
	$ 496.900,00
	2,56
	41
	$ 521.546,24

	Feb-09
	$ 496.900,00
	2,56
	40
	$ 508.825,60

	Mar-09
	$ 496.900,00
	2,56
	39
	$ 496.104,96

	Abr-09
	$ 496.900,00
	2,56
	38
	$ 483.384,32

	May-09
	$ 496.900,00
	2,56
	37
	$ 470.663,68

	Jun-09
	$ 496.900,00
	2,56
	36
	$ 457.943,04

	Jun-09
	$ 496.900,00
	2,56
	36
	$ 457.943,04

	Jul-09
	$ 496.900,00
	2,56
	35
	$ 445.222,40

	Ago-09
	$ 496.900,00
	2,56
	34
	$ 432.501,76

	Sep-09
	$ 496.900,00
	2,56
	33
	$ 419.781,12

	Oct-09
	$ 496.900,00
	2,56
	32
	$ 407.060,48

	Nov-09
	$ 496.900,00
	2,56
	31
	$ 394.339,84

	Dic-09
	$ 496.900,00
	2,56
	30
	$ 381.619,20

	Dic-09
	$ 496.900,00
	2,56
	30
	$ 381.619,20

	Ene-10
	$ 515.000,00
	2,56
	29
	$ 382.336,00

	Feb-10
	$ 515.000,00
	2,56
	28
	$ 369.152,00

	Mar-10
	$ 515.000,00
	2,56
	27
	$ 355.968,00

	Abr-10
	$ 515.000,00
	2,56
	26
	$ 342.784,00

	May-10
	$ 515.000,00
	2,56
	25
	$ 329.600,00

	Jun-10
	$ 515.000,00
	2,56
	24
	$ 316.416,00

	Jun-10
	$ 515.000,00
	2,56
	24
	$ 316.416,00

	Jul-10
	$ 515.000,00
	2,56
	23
	$ 303.232,00

	Ago-10
	$ 515.000,00
	2,56
	22
	$ 290.048,00

	Sep-10
	$ 515.000,00
	2,56
	21
	$ 276.864,00

	Oct-10
	$ 515.000,00
	2,56
	20
	$ 263.680,00

	Nov-10
	$ 515.000,00
	2,56
	19
	$ 250.496,00

	Dic-10
	$ 515.000,00
	2,56
	18
	$ 237.312,00

	Dic-10
	$ 515.000,00
	2,56
	18
	$ 237.312,00

	Ene-11
	$ 535.600,00
	2,56
	17
	$ 233.093,12

	Feb-11
	$ 535.600,00
	2,56
	16
	$ 219.381,76

	Mar-11
	$ 535.600,00
	2,56
	15
	$ 205.670,40

	Abr-11
	$ 535.600,00
	2,56
	14
	$ 191.959,04

	May-11
	$ 535.600,00
	2,56
	13
	$ 178.247,68

	Jun-11
	$ 535.600,00
	2,56
	12
	$ 164.536,32

	Jun-11
	$ 535.600,00
	2,56
	12
	$ 164.536,32

	Jul-11
	$ 535.600,00
	2,56
	11
	$ 150.824,96

	Ago-11
	$ 535.600,00
	2,56
	10
	$ 137.113,60

	Sep-11
	$ 535.600,00
	2,56
	9
	$ 123.402,24

	Oct-11
	$ 535.600,00
	2,56
	8
	$ 109.690,88

	Nov-11
	$ 535.600,00
	2,56
	7
	$ 95.979,52

	Dic-11
	$ 535.600,00
	2,56
	6
	$ 82.268,16

	Dic-11
	$ 535.600,00
	2,56
	6
	$ 82.268,16

	Ene-12
	$ 566.700,00
	2,56
	5
	$ 72.537,60

	Feb-12
	$ 566.700,00
	2,56
	4
	$ 58.030,08

	Mar-12
	$ 566.700,00
	2,56
	3
	$ 43.522,56

	Abr-12
	$ 566.700,00
	2,56
	2
	$ 29.015,04

	May-12
	$ 566.700,00
	2,56
	1
	$ 14.507,52

	Total 
	 
	 
	 
	$ 17.864.556,33


Los intereses moratorios ascienden a DIECISIETE MILLONES OCHOCIENTOS SEESENTA Y CUATRO MIL QUINIENTOS CINCUENTA Y SEIS PESOS CON 33/100 ($17.864.556.33),  suma por la cual  se elevará condena. 

DECISIÓN

Se revocará el fallo materia de apelación, sin que haya lugar a decretar condena en costas en la segunda instancia por no haberse causado durante su trámite.

Las costas de primera instancia serán a cargo de la parte demandada. Se fijará como agencias en derecho la suma de $4.000.000.oo.
El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A:

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia de veintisiete (27) de enero de dos mil doce (2012), proferida por el Juzgado Segundo  Laboral  del Circuito  de Santa Marta y en su lugar se dispone: 
A) Condenar al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a reconocer y pagar a la señora GLORIA CECILIA GALUE RUIZ,  pensión de vejez, a partir del 8 de marzo de 2002, en cuantía de un salario mínimo mensual legal vigente. Inclúyase en nómina.

B) Condenar al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a reconocer y pagar a la señora GLORIA CECILIA GALUE RUIZ, por concepto de retroactivo pensional desde el día 20 de mayo de 2008 al 30 de mayo de 2012 inclusive, la suma de VEINTIOCHO MILLONES  OCHOCIENTOS CINCO MIL OCHOCIENTO  TREINTA Y TRES  PESOS CON 30/100 ($28.805.833.30).
C) Condenar al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a pagar la suma de DIECISISTE MILLONES OCHOCIENTOS SESENTA Y CUATRO MIL QUINIENTOS CINCUENTA Y SEIS PESOS CON 33/100 ($17.864.556.33) por concepto de intereses moratorios del 20 de mayo de 2008 al30 de mayo de 2012.
SEGUNDO: SE DECLARA parcialmente probada la excepción de prescripción de las mesadas causadas hasta el día 19 de mayo del año 2.008.
TERCERO: Costas de primera instancia a cargo del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES. Inclúyase como agencias en derecho la suma de $ 4.000.000.oo.

Sin costas en segunda instancia. 
Notifíquese y Cúmplase

Acta No. 25  de junio  20 de  2012
Esta providencia queda notificada a las partes en estrados por su pronunciamiento oral. No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se declara terminada y, para constancia, se firma el acta por quienes intervinieron,
Las Magistradas, 
DOLLY GRISALES CEBALLOS 

JOHNNESSY DEL CARMEN LARA MANJARRÉS         

ISIS EMILIA BALLESTEROS CANTILLO

� Octubre 1995, marzo, mayo y agosto de 1.996.


� Honorable Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, en sentencia de fecha 27 de julio de 1990


� Sentencia de 23 de septiembre de 2002, Rad. 18.512.


� C.S.J. Sala de Casación Laboral, Radicación N° 36024. 








